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Resumen: un modelo constitucional es siempre deudor de una 
sociedad. En los últimos años, la sociedad ligada al Estado so-
cial y democrático de derecho se ha transformado. Los cambios 
acaecidos en los últimos años han tenido un impacto profundo 
en el ejercicio del poder y en la relación de los ciudadanos con 
el mismo. Ese impacto se observa en todas las instituciones. 
Entre ellas, destaca el Parlamento. Sus dos funciones más re-
levantes: control y legislativa se han erosionado de manera in-
tensa, hasta llegar a desfigurarlas. Junto a ello, los ciudadanos 
han perdido su confianza en la política y en los políticos. Se 
hace imprescindible una revisión del modelo para adaptarlo al 
modelo social emergente.

Abstract: a constitutional model is always indebted to socie-
ty. In recent years, the society associated with the social and 
democratic rule of law has been transformed. The changes that 
have taken place in recent years have had a profound impact on 
the exercise of power and on citizens’ relationship with it. This 
impact can be seen in all institutions. Among them, Parliament 
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stands out. Its two most important functions: control and le-
gislative have been intensely eroded, to the point of disfigure-
ment. In addition, citizens have lost confidence in politics and 
politicians. A review of the model is essential to adapt it to the 
emerging social model.

Palabras clave: Constitución, democracia, cambio social, 
función legislativa, función de control, representación.

Key words: Constitution, democracy, social change, legislative 
function, control function, representation.

Sumario: I. Previa. II. La relación entre el derecho constitu-
cional y el modelo social. III. La decadencia de la función le-
gislativa. IV. Las dificultades del control del poder. V. Una con-
secuencia inevitable: la crisis de la representación. La política, 
entre el populismo y la sinrazón.

I. Previa

La intención de las páginas que siguen es plantear la necesidad 
de una teoría de mayor alcance. Un modelo constitucional siem-
pre es deudor de la sociedad en la que emerge. Por supuesto, la 
arquitectura constitucional influye en el modelo social y llega a 
modularlo. Pero no es el Derecho lo que construye una realidad 
social. Esta es dinámica y se desenvuelve de manera cíclica ali-
mentada de fuentes diversas (entre ellas, el Derecho). Hay etapas 
de estabilidad que se corresponden con modelos sociales conso-
lidados y etapas de inestabilidad que se suelen corresponder con 
tiempos de cambio. Los modelos constitucionales que se cono-
cen desde que pueden merecer este calificativo, se han corres-
pondido con estadios sociales estables. Hoy, nadie pone en duda 
que los años que se viven son de tránsito y cambio profundo. El 
extraordinario desarrollo científico y tecnológico acaecido en las 
últimas décadas ha tenido como consecuencia una significativa 
transformación social. En demasiadas ocasiones, se siguen estu-
diando los problemas relacionados con la limitación y ejercicio 
del poder como si nada hubiese cambiado. Ha mutado con in-
tensidad el desenvolvimiento ordinario de nuestras actividades y 
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también ha cambiado el hacer de los distintos agentes políticos y 
las dinámicas institucionales. Solo por citar algunos de los ejem-
plos más significativos, se ha transformado el rol de los dos inter-
mediarios más relevantes de la acción política, partidos y medios 
y, en paralelo, las grandes compañías tecnológicas acumulan un 
poder decisivo que transciende, con mucho, su relevancia como 
grandes agentes económicos.1

Son cambios profundos y en las páginas que siguen intentaré 
dar cuenta tan solo de algunos de los más significativos. Son cam-
bios que hacen preciso diagnosticar los nuevos paradigmas de la 
relación entre el ciudadano y el poder y, lo más relevante, actuar 
en consecuencia si se desea que el Derecho y, en particular, el 
Derecho constitucional pueda seguir cumpliendo con eficacia 
su función “civilizatoria”. Dado el alcance limitado de este tra-
bajo no es posible realizar un análisis completo ni, por supuesto, 
esbozar alternativas. El estudio se centrará en la representación 
política con el objetivo de poner de manifiesto algunas de las de-
bilidades más significativas del orden constitucional y político 
presente, para concluir en un diagnóstico que aboca a la necesi-
dad de reformular conceptos esenciales de la visión tradicional 
de las relaciones entre el Derecho y el poder, siquiera sea con la 
finalidad de preservar los valores esenciales que conforman una 
sociedad democrática. 

II. La relación entre el derecho  
constitucional y el modelo social

En las páginas que siguen, deseo plantear algunas de las líneas 
argumentales de una tesis que exige mayor extensión: el dise-
ño constitucional que se corresponde con la eclosión del Estado 
social y la consolidación de un modelo avanzado de democracia 
constitucional se encuentra en crisis.2 Una crisis irreversible: el 
modelo social emergente reclama una nueva respuesta constitu-

1	 Balaguer Callejón, F., La Constitución del algoritmo, 2ª. ed., Fundación Ma-
nuel Giménez Abad, 2023.

2	 Garcia Pelayo, M., Las transformaciones del Estado contemporáneo, Alianza, 
1977.
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cional. La construcción constitucional siempre se ha correspon-
dido con un determinado ciclo histórico. Recordemos siquiera 
muy brevemente este paralelismo. 

Al modelo liberal emergente de la revolución francesa, le 
correspondió la ortodoxia del Estado liberal, en el que la inter-
vención pública se limitaba a la garantía del orden para un ade-
cuado desenvolvimiento de las actividades privadas y ejercicio 
de los derechos, y, en particular, el de propiedad. Un sistema ju-
rídico-político que se completaba con el axioma de la necesaria 
limitación del poder. Como es sabido, este modelo decayó brus-
camente al hilo de las transformaciones sociales sucedidas en las 
últimas décadas del siglo xix y primeras del xx. La irrupción de 
una nueva clase social, el proletariado, y, sobre todo, su toma de 
conciencia política hacía inviable el mantenimiento de un orden 
político que ignoraba sus intereses. Tras avatares en ocasiones te-
rribles, la sociedad occidental encontró en el Estado social la ma-
nera de equilibrar la libertad y la igualdad y, de esta manera, res-
ponder adecuadamente a las necesidades y exigencias del nuevo 
modelo social.3 Este no fue neutral para algunos paradigmas del 
antiguo orden liberal. La propiedad perdió su carácter absoluto y 
la ley vio debilitados algunos de los rasgos que la caracterizaron 
en el proceso revolucionario. Por otro lado, el Parlamento y la 
representación política vieron mutar su posición en el sistema 
político. El modelo constitucional se había adaptado a un orden 
social más complejo e, inevitablemente, algunos dogmas del mo-
delo liberal bien perdieron toda eficacia bien se acercaron a la 
retórica.

Desde finales del Siglo xx se hizo recurrente la idea de que el 
Estado social se encontraba en crisis.4 Se trataba de una crisis con 
dos caras: por un lado, se cuestionaban los fundamentos y límites 
económicos del modelo; por otro, se dejaban ver las primeras 
grietas ideológicas que ponían en cuestión el exceso de “igual-
dad” en la ecuación que había servido para desarrollar el modelo. 
Un exceso que se habría traducido en un poderoso (y excesivo) 

3	 Forsthoff, E., El Estado de la sociedad industrial. El modelo de la república 
federal de Alemania, Fundación Coloquio Jurídico Europeo, 2013.

4	 Sotelo, I., El Estado social. Antecedentes, desarrollo y declive, Trotta, 2010.
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intervencionismo del poder público en la economía. El Estado 
social se instaló en la crisis y puede afirmarse que convivió con 
la misma de forma razonable. Si bien se cuestionaron algunas de 
sus manifestaciones, nunca se hizo de forma radical y la intensi-
dad varió según los Estados. Lo más relevante es que el sustrato 
ideológico que lo conformó y apoyó en su primer desarrollo, se 
mantuvo. Nadie llegó a cuestionar de forma crítica el modelo. Y 
este mantuvo su vigencia social mientras no se alteraron los fun-
damentos del orden que lo vio nacer. Al iniciarse el siglo XXI, el 
diseño del Estado constitucional seguía cumpliendo su función. 
Las tensiones derivadas del nuevo valor de la igualdad y de la 
necesaria intervención de un poder ejecutivo que se robustecía, 
se mantenían y, en algunos casos, se agravaban. Pero la salud del 
modelo era, en líneas generales, satisfactoria.

En un corto espacio de tiempo, apenas dos décadas, la rea-
lidad se ha transformado. Sustantivamente, el modelo que re-
presenta el constitucionalismo social sigue vigente. No existe un 
cuestionamiento significativo de sus objetivos como tampoco lo 
hay de los fundamentos de la democracia representativa. Sin em-
bargo, es percepción generalizada que la democracia representa-
tiva se encuentra en crisis y que también lo están algunos de los 
fundamentos de igualdad que sustentan ese modelo.5 Más allá de 
cuánto de percepción y cuánto de realidad pueda haber detrás 
de esta reflexión, lo que es innegable es que un nuevo modelo 
social con nuevos valores, expectativas y miedos está desplazan-
do al que sirvió de base para el desarrollo del constitucionalismo 
social. Un modelo que se ve acompañado por la emergencia de 
nuevos sujetos que relegan a aquellos que hasta hoy tenían el pro-
tagonismo de las dinámicas políticas.

Puede intuirse que el Estado que se corresponde con la socie-
dad postindustrial está siendo sustituido por un Estado que, en 
ausencia de otra voz, puede calificarse como “Estado tecnológico 
o digital”, dado el extraordinario protagonismo que la ciencia y 
la técnica han adquirido, provocando el tránsito a la denominada 
era digital. Protagonismo que no se ve acompañado por un sus-

5	 Applebaum, A., El ocaso de la democracia, Debate, 2021; Mounk, Y., El pue-
blo contra la democracia. Por qué nuestra libertad está en peligro y cómo sal-
varla, Paidós, 2018.
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tento filosófico y/o humanista, lo que incrementa el desconcierto 
ante su irrupción. El reto del Derecho constitucional es construir 
el modelo jurídico que pueda racionalizar de forma satisfactoria 
el ejercicio del poder en ese nuevo modelo de Estado.6 Las di-
ficultades que ofrece está tarea son, lógicamente, importantes. 
Ninguna como la extraordinaria volatilidad que acompaña a todos 
los acontecimientos que van moldeando el nuevo ciclo histórico. 

III. La decadencia de la función legislativa

La ley como expresión de la voluntad general fue paradigma del 
nuevo Estado constitucional. La ley tenía la capacidad de agluti-
nar de forma simbólica los dos grandes anhelos del ciclo revolu-
cionario: el poder como pertenencia del pueblo y la necesidad 
de limitar ese mismo poder. Es decir, principio democrático y 
principio de legalidad. La ley, además, era producto del órgano 
que encarnaba la voluntad popular. Por ello, era inevitable que 
se la elevase al altar de la nueva religión constitucional.7 No en 
vano, el legislador era el soberano y sacerdote del nuevo Estado. 
De esta manera, Parlamento y ley devenían de forma natural en 
los protagonistas del nuevo orden político.

La consolidación del Estado social supuso la transformación 
material del concepto de ley. La ley generalista, dominada por la 
vocación de permanencia en el tiempo y construida alrededor 
de un lenguaje claro, fue cediendo terreno a la norma técnica y 
compleja, característica de las últimas décadas. Junto a ello, la 
afirmación de la naturaleza normativa de la Constitución en la 
mayoría de los Estados, junto con la creciente importancia de 
organizaciones supranacionales, muy en particular la Unión Eu-
ropa, obligaban a dar por acabada la etapa del legislador sobera-
no.8 En paralelo, el Parlamento fue perdiendo protagonismo en 

6	 Aragón, M., Tudela, J., Valadés, D. (coords.), El Derecho Constitucional 
del Siglo XXI: desafíos y oportunidades, Fundación Manuel Giménez Abad, 
2023.

7	 Jaegger, W., Alabanza de la Ley, CEC, 1982.
8	 Rubio Llorente, F., “Parlamento y Ley”, Anuario Jurídico de la Rioja, núm. 1, 

1995, pp. 15-28.
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beneficio del poder ejecutivo, única instancia del Estado con los 
resortes suficientes como para acometer los complejos desafíos 
inherentes a su función legislativa. Así, a finales del Siglo xx y 
principios del Siglo xxi la salud de la ley era manifiestamente 
mejorable. Los cambios acaecidos en los últimos años han agra-
vado las heridas existentes y añadido nuevos y muy significativos 
factores de riesgo.9 

Las características del orden social emergente enfrentan a la 
ley como categoría normativa a desafíos radicalmente nuevos y 
que se suman a los problemas arrastrados desde la sustitución 
del Estado liberal por el Estado social y nunca solucionados. Los 
nuevos problemas son el resultado de la confluencia de factores 
múltiples. Si hay que concentrar la atención en una causa, esa 
es la ya aludida revolución tecnológica y sus consecuencias. El 
nuevo modelo tecnológico enfrenta al legislador a la obligación 
de acometer su regulación y, en paralelo, a luchar contra algunos 
de los rasgos que lo identifica. Por lo demás, su incidencia en el 
modelo social y político tampoco favorece la eficacia y buen des-
envolvimiento de la ley. 

De forma sucinta, procede aludir a las principales caracterís-
ticas del Estado emergente que inciden en la eficacia de la ley. En 
primer lugar, bien puede aludirse a la celeridad con la que se pro-
ducen los cambios. El Derecho tiene la estabilidad como una exi-
gencia para su correcto desenvolvimiento. Todos los Estados han 
tenido leyes que han permanecido en vigor durante décadas lo 
que les ha permitido desplegar todos sus efectos y ser fundamen-
to de importantes transformaciones sociales y jurídicas. En la ac-
tualidad, la estabilidad pertenece al pasado. Desde que se adopta 
la decisión de regular un determinado ámbito material hasta que 
finalmente se aprueba la norma, transcurre un tiempo en el que 
los presupuestos iniciales se habrán alterado radicalmente. El le-
gislador se ve obligado a auto enmendarse con frecuencia y no 
solo por falta de previsión. En la mayoría de los casos, la razón 
es ajena a su voluntad: la norma ha quedado caduca. Lograr que 
el Derecho pueda aprehender de forma satisfactoria una realidad 

9	 Tudela Aranda, J., El Parlamento en tiempos críticos. Nuevos y viejos temas 
del Parlamento, Marcial Pons-CEDIP, 2020.
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que muta de forma constante es uno de los grandes retos a los 
que se enfrenta nuestro modelo civilizatorio. 

Junto a lo anterior, cabe mencionar la creciente complejidad 
de las materias susceptibles de regulación.10 Una complejidad 
que desde la función legislativa enfrenta, al menos, a dos grandes 
problemas. Por un lado, la dificultad de someter a Derecho una 
realidad hostil a las características que presiden el hacer del buen 
legislador. Son realidades de extraordinaria complejidad, en las 
que se impone una dimensión científica y/o técnica que convive 
mal con el Derecho. Paradigma de ello es el lenguaje. El Derecho 
es una cultura del lenguaje. La utilización adecuada del lenguaje 
es condición de la propia eficacia de la norma y de un elemento 
vertebrador del Estado de derecho como es la seguridad jurídica. 
Las nuevas realidades susceptibles de regulación tienen su propia 
cultura lingüística y no es, precisamente, amable con el Derecho. 
Por otro, esa complejidad exige un nivel de preparación y conoci-
miento que supone un reto extraordinario para el legislador. Reto 
al que, con dificultades, es posible que desde el poder ejecutivo 
se pueda hacer frente. Pero al que es prácticamente imposible 
hacerlo desde el Parlamento. En todo caso, hacerlo de forma sa-
tisfactoria exige colaborar con nuevos actores y redimensionar 
por entero el proceso legislativo. 

En tercer lugar, se debe aludir a un rasgo del modelo social 
emergente que, si bien no es estrictamente novedoso, se ha visto 
potenciado hasta extremos que permiten singularizarlo. Me re-
fiero a la multiplicación de intereses en juego. La sociedad con-
temporánea se caracteriza por una mayor presencia de actores y, 
sobre todo, por la mayor capacidad que cada uno de ellos tiene 
para visibilizarse y buscar la influencia en la decisión. La toma 
de conciencia de esta circunstancia se traduce en el fomento 
de principios como el de transparencia o participación. El pre-
supuesto de estos intereses múltiples y complejos tendrá como 
consecuencia tanto la imposibilidad de lograr una armonía total y 
el incremento del escepticismo ciudadano por la norma como la 
aprobación de normas confusas y, en ocasiones, contradictorias 
por la voluntad de aunar lo imposible. 

10	 Innerarity, D., Una teoría de la democracia compleja. Gobernar en el siglo 
XXI, Galaxia Gutemberg, 2020.
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La relación de problemas podría alargarse de forma significa-
tiva. Pero me limitaré a enunciar tan solo uno más. Como conse-
cuencia de las circunstancias enunciadas y de otras que podrían 
traerse a colación, las leyes han perdido eficacia. Su capacidad 
para transformar la realidad ha disminuido y, en demasiadas oca-
siones solo quedan en una proclamación retórica. Como si fuese 
consciente de esta impotencia, el legislador llena sus textos de 
preceptos que se alejan de la normatividad para quedar en be-
llos deseos. La realidad desborda y supera al Derecho. Casi nun-
ca ha tenido la capacidad de hacerse realidad en su totalidad y 
provocar la transformación correspondiente. Pero su capacidad 
de incidencia ha sido notable e indudable. En la actualidad es in-
evitable cuestionarse, por ejemplo, la capacidad que tiene el De-
recho para establecer las reglas que han de regir un fenómeno de 
consecuencias tan profundas como es la generalización del uso 
de la inteligencia artificial. Es solo un ejemplo. La consecuencia 
inevitable es una paulatina desconfianza de los ciudadanos con 
la consiguiente pérdida de legitimidad. La Ley ha de recuperar 
su condición de agente eficaz de cambio social. Para que ello sea 
posible, el concepto que hoy se acepta como canónico debe ser 
sometido a revisión. 

Aunque no es posible detenerse en las mismos, resulta pre-
ciso enunciar algunas de las consecuencias de la situación des-
crita. Son circunstancias reiteradas por la doctrina y que, lejos 
de resolverse, se agravan de forma constante y generalizada. En 
primer lugar, puede mencionarse el abuso de la legislación de ur-
gencia con la consiguiente pérdida de centralidad del Parlamen-
to. En un País como España, el Decreto-Ley, norma caracterizada 
como excepcional por suponer una quiebra del diseño constitu-
cional de división de poderes,11 se ha convertido durante los úl-
timos años en la principal categoría normativa con rango de ley. 
Junto a lo anterior, pueden mencionarse en segundo lugar graves 
problemas de carácter más “técnico” como la pérdida de gene-
ralidad; la constante reforma de las normas; o el empleo de un 
lenguaje incomprensible para la mayoría. Todos ellos son direc-
tamente deudores de los cambios sociales descritos. Pero se ven 

11	 Aragón Reyes, M., Uso y abuso del Decreto-Ley: una propuesta de reinterpre-
tación constitucional, Iustel, 2016.
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seriamente agravados por el mal hacer de los dirigentes políticos 
que no aciertan a solucionarlos o, simplemente, no los enfrentan. 
Finalmente, hay que aludir a los problemas que implica el tradi-
cional procedimiento legislativo.12 Se trata de un procedimiento 
obsoleto que facilita la consolidación de vicios y agravamientos 
de problemas. Sencillamente, las leyes no pueden ser aprobadas 
siguiendo un procedimiento sustancialmente idéntico al em-
pleado desde hace más de cincuenta años. Es cierto que pueden 
mencionarse algunos cambios positivos como el incremento de 
los cauces de participación o determinadas ayudas informáticas. 
Pero son claramente menores. Es preciso un rediseño radical 
del procedimiento en paralelo a la reconstrucción del concepto 
mismo de ley. Sin duda, la irrupción de la inteligencia artificial 
provocará de una manera u otra un rediseño de los distintos pro-
cedimientos legislativos. 

IV. Las dificultades del control del poder

Junto al concepto de ley, el control del poder es núcleo del Estado 
constitucional.13 Hoy, como ayer, sigue siendo uno de sus funda-
mentos. El Estado constitucional es, por esencia, poder limitado. 
Como sucedió con la función legislativa, la evolución social y los 
cambios de paradigma en la relación sociedad/Estado, influye-
ron en la función parlamentaria de control y, en general, en el 
control del poder. El Estado social tuvo y tiene como consecuen-
cia natural un poder ejecutivo más fuerte y que puede encontrar 
en la legitimidad de acción una forma de elusión del control. En 
paralelo, el Parlamento, sin cambios significativos en su proce-
der, se muestra como una institución débil para poder realizar 
un control eficaz. Además, de forma mayoritaria, su diseño nor-
mativo sigue primando a la mayoría. Con todo, el paradigma de 
asimilación del Estado constitucional a la lucha contra las inmu-

12	 García Escudero, P., Manual de técnica legislativa, Cívitas-Thomsom-Reu-
ters, 2011.

13	 Rubio Llorente, F., “El control parlamentario”, en F. Rubio Llorente, La for-
ma del poder, CEC, 1993.
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nidades del poder, se mantuvo.14 Las debilidades del Parlamento 
se compensaban con el fortalecimiento del control jurisdiccional 
y de la justicia constitucional.15

Durante los últimos años, las circunstancias han cambiado 
de forma significativa. De nuevo, la transformación tecnológica 
y social es causa última para explicar lo sucedido, pero, en este 
caso, la relevancia de las causas mediatas exige una atención par-
ticular. Por un lado, la decadencia de los intermediarios tradicio-
nales ha tenido como consecuencia inevitable el fortalecimiento 
de visiones cuasi autoritarias de la política.16 La decadencia de 
partidos y medios de comunicación tradicionales supone la pér-
dida de contrapesos de poder fundamentales. Un debilitamiento 
que es, de forma simultánea, causa y consecuencia de la gene-
ralización de una nueva forma de hacer política. Durante unos 
años, el foco se puso en la emergencia de partidos populistas que 
adquirían un relevante protagonismo en numerosos Estados. En 
la actualidad, creo que se puede afirmar que estas formaciones 
han contagiado toda la acción política y que, a salvo de honrosas 
excepciones, la política que hoy se practica puede calificarse de 
populista: de los partidos populistas a la política populista; de la 
lucha contra las inmunidades del poder a la lucha por las inmu-
nidades del poder.17 

Esta última afirmación concentra la síntesis del problema. La 
definición de una política populista es la búsqueda de un poder 
ilimitado mediante la apelación directa del líder al pueblo y la 
exclusión de los contrarios como “malos”, como “enemigos” no 
ya del líder sino del pueblo.18 Hay que insistir en que, más allá de 
supuestos concretos, se trata de una poderosa corriente ideoló-
gica que recorre el mundo occidental. De alguna manera, se han 

14	 García de Enterría, La lucha contra las inmunidades del poder, Cívitas, 1962.
15	 Cabellos Espierrez, M.A., El poder judicial, Marcial Pons-Fundación Manuel 

Giménez Abad, 2023. 
16	 Bascuñán, M y Vallespín, F., Populismos, Alianza Editorial, 2018.
17	 Tudela Aranda, J., “From populist parties to populist politics: Populism as a 

unifyinf ideology en Castella”, J.M., Populism and contemporary democracy 
in Europe, StudenVerlag, 2022, pp. 25-42.

18	 Castella, J.M., Populism and contemporary democracy in Europe, StudenVer-
lag, 2021.
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invertido los términos: el objeto de deseo no es ya una Estado en 
el que el poder se encuentra sometido a control y es por natura-
leza limitado sino un Estado en el que sus dirigentes, previamen-
te identificados como los buenos y los auténticos representantes 
del pueblo, no pueden ser sometidos a control ni tienen límites 
para el ejercicio de su poder. 

En el marco de este contexto general, cabe realizar una apro-
ximación más detenida a la relación entre el Parlamento y el con-
trol político. En principio, podría considerarse que su posición 
para realizar un control más eficaz ha mejorado. La tecnología 
ofrece hoy la posibilidad de ejercer un control mucho más efec-
tivo que en el pasado. La disponibilidad de programas informá-
ticos específicos; un adecuado tratamiento de la información; y 
una gestión inteligente de la apertura a la sociedad y, en gene-
ral, de los principios del Parlamento abierto,19 posibilitan que el 
control del Parlamento pueda llegar casi donde se desee. Hoy, el 
problema es la voluntad. 

He excluido de la relación anterior el aporte que a las capaci-
dades de la Institución parlamentaria puede suponer la inteligen-
cia artificial (De ahora en adelante, IA). Lo he hecho de forma 
consciente porque su utilización es un proceso que apenas está 
comenzando. Es muy posible que en fechas cercanas sea el gran 
instrumento de control a disposición del Parlamento. Como en 
cualquier otra faceta del quehacer humano, el impacto de la IA 
sobre la política será relevante. Aludí a su importancia para la 
mejora del procedimiento legislativo. En relación con la función 
de control, es fácil imaginar cómo puede coadyuvar a una fisca-
lización mucho más rigurosa de las actuaciones del poder eje-
cutivo. De su mano se podrán desarrollar facetas novedosas del 
control preventivo y del control a posteriori. La evaluación de las 
propuestas del ejecutivo, el control sobre su rigor y oportunidad 
será, es ya, mucho más sencillo. También, por supuesto, sobre la 
evaluación de la ejecución de esas políticas. Tradicionalmente, 
se ha aludido a la escasez de medios y al diseño institucional fa-
vorable al ejecutivo como causas fundamentales de la debilidad 

19	 Rubio Nuñez, R. y Vela Navarro-Rubio R., El Parlamento abierto en el mun-
do. Evolución y buenas prácticas, Fundación Manuel Giménez Abad, 2017.
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del Parlamento en el ejercicio de la función de control. Hoy, debe 
añadirse, incluso en lugar destacado, el anacronismo definitivo 
en el que se desenvuelven los tradicionales instrumentos de con-
trol. Es cierto que no se trata de algo estrictamente novedoso. 
Pero, inevitablemente, el transcurso del tiempo sin que haya 
existido reacción agrava el mal. La ausencia siquiera de reformas 
medianamente significativas de los procedimientos e instrumen-
tos existentes provoca que, en general, se acerquen a la inoperan-
cia. Hoy, pensar sobre la función de control exige inevitablemen-
te una modificación radical de los instrumentos mediante los que 
se ejerce y la creación de nuevos.20 Se dan las condiciones para 
incrementar la eficacia del control sobre el poder ejecutivo. Un 
aprovechamiento inteligente de los nuevos instrumentos tecno-
lógicos y una mejora cualitativa de la política de comunicación 
de los parlamentos permitiría dar el necesario paso adelante. Ha-
cerlo es fundamental. El Parlamento necesita legitimarse delante 
de los ciudadanos también por la eficacia. Para ello, no hay mejor 
manera que realizar y transmitir adecuadamente un control efi-
caz.

Si bien en estas páginas quería concentrar la atención en la 
posición que en relación con el control debe tener la Institución 
parlamentaria, no puede olvidarse que el control del poder ex-
cede a la misma. Por razones de espacio, me limitaré a subrayar 
lo esencial. Control del poder, democracia constitucional, es si-
nónimo de Poder Judicial independiente. No es casualidad que 
los modelos de democracia iliberal que de un tiempo a esta par-
te proliferan hayan comenzado su andadura limitando la inde-
pendencia del Poder Judicial.21 La experiencia demuestra que, si 
los tribunales no se encuentran en condiciones de controlar con 
absoluta autonomía los actos del poder ejecutivo, el Estado de 
derecho y la democracia, se abocan al fracaso. Estas reflexiones 
serían obvias si no fuese porque comienzan a extenderse teorías 
que buscan limitar la acción del Poder Judicial argumentando 
que el control de determinados actos sería una intromisión ile-

20	 Tudela Aranda, J., op. cit.
21	 Tajadura, J., “El populismo iliberal contra el Estado de derecho: la de-

fensa europea de la independencia judicial”, Araucaria, vol. 25, 2023, pp. 
409-431.
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gítima en la acción política. Si bien nunca es posible descartar 
totalmente actuaciones inadecuadas de miembros individuales 
del Poder Judicial, lo cierto es que su funcionamiento conforme 
a un principio de revisión de todos los pronunciamientos por ins-
tancias superiores es garantía de que esas posibles desviaciones 
serán corregidas. En todo caso, los hechos demuestran que son 
los actores políticos quienes buscan condicionar el Poder Judicial 
de acuerdo con sus intereses y que se muestran muy satisfechos 
con su funcionamiento cuando castiga al adversario mientras en-
tienden que cualquier sanción a los propios es una inadmisión 
intolerable.

No muy diferente es la situación de la jurisdicción constitu-
cional en sus distintas variantes.22 La más significativa es que, 
en relación con la misma, el rol de los partidos políticos suele 
ser más activo en la designación de quienes la ejercen. La conse-
cuencia en demasiadas ocasiones es, en este caso sí, su politiza-
ción de manera que puede llegar a tener serias dificultades para 
ejercer las funciones que tiene asignadas. Y, al igual que suce-
de con el Poder Judicial, esta deriva se traduce en una paulatina 
pérdida de credibilidad entre la ciudadanía. Una erosión que, en 
demasiadas ocasiones, es buscada de forma consciente para jus-
tificar reformas cuya única finalidad es garantizar al poder una 
mayor impunidad. 

El control es la esencia de la democracia constitucional. Pre-
cisamente, las principales fisuras que hoy presenta esta, se rela-
cionan directamente con un poder cada vez más seguro de sus 
fuerzas y menos respetuoso con los límites que impone el orden 
constitucional. Así, reforzar al Parlamento en el ejercicio de la 
función de control debe entenderse, ante todo, como uno de los 
principales instrumentos de los que se dispone para garantizar la 
democracia constitucional. El Parlamento es la Institución que 
refleja el pluralismo ideológico de la sociedad. Es la Institución 
en la que mejor puede encontrar espacio la minoría para hacer 
verdad la definición kelseniana de democracia.23 Así, el control 

22	 Vidal Fueyo, M.C., El Tribunal Constitucional, Marcial Pons-Fundación Ma-
nuel Giménez Abad, 2022.

23	 Kelsen, H., Esencia y valor de la democracia, KRK Ediciones, 2006.
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puede ser el gran instrumento no solo para fortalecer la Institu-
ción parlamentaria, sino la democracia en su conjunto. Sin adje-
tivos.

V. Una consecuencia inevitable:  
la crisis de la representación.  La política, 

 entre el populismo y la sinrazón

La democracia constitucional es sinónimo de democracia repre-
sentativa. Los distintos instrumentos de democracia directa o se-
midirecta pueden complementarla y mejorar la calidad democrá-
tica en su conjunto. Pero no pueden sustituir la representación 
política como columna central de la democracia. Ni siquiera hoy, 
cuando la tecnología hace posible la utopía de la decisión popular 
permanente, se llega a defender esta posición. En paralelo, los 
esfuerzos por mejorar los fundamentos y soportes de la decisión 
democrática, así la elaboración de modelos de democracia de-
liberativa, tienen como última razón de ser la de perfeccionar 
la democracia representativa.24 Por todo ello, si bien no pueden 
desdeñarse las aportaciones que para una mayor calidad demo-
crática del conjunto pueden aportar formas democráticas ajenas 
a la representación, la salud y futuro de la democracia pasan por 
la representación y, con ella, por la Institución parlamentaria. Por 
ello, la crisis del Parlamento, el profundo anacronismo en el que 
se desenvuelve la institución desde hace ya demasiados años, no 
solo es reflejo de la crisis global de la democracia constitucional. 
También es causa. Si se repara, siquiera parcialmente, esa erosión 
se habrá fortalecido la democracia en su conjunto.

El Parlamento, es lugar común, se encuentra en crisis.25 Si 
bien la voz crisis se ha anudado a la Institución casi desde sus orí-
genes,26 en la actualidad se pueden encontrar elementos que, ob-

24	 Rico Motos, C., Democracia deliberativa y crisis de la representación política: 
aportaciones del estudio de la deliberación parlamentaria, Congreso de los 
Diputados, 2016.

25	 Astarloa Huarte-Mendicoa I., El Parlamento moderno. Importancia, descré-
dito y cambio, Iustel-Fundación Alfonso Martín Escudero, 2017.

26	 Chandenagor, A., Un Parlement, pour quoi faire?, Gallimard, 1967.
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jetivamente, singularizan esta etapa y le dan un valor cualitativo. 
Es así porque no se trata, o no se trata solo, de debilidades intrín-
secas a la Institución. La forma de hacer política se ha transfor-
mado radicalmente. Podrían mencionarse muchas circunstancias 
para avalar esta afirmación. Algunas son clásicas como la crisis 
de los mediadores tradicionales (partidos o medios) o la crecien-
te desafección ciudadana hacia una política que consideran ajena 
e ineficaz, sino corrupta. Desde luego, estos y otros son hechos 
relevantes que por sí mismos podrían justificar la citada afirma-
ción. Voy a aludir a dos que estimo fundamentales y a los no se 
suele dar suficiente relevancia. Me refiero a la sustitución de la 
razón por la pasión y al traslado de la acción política a cauces 
mayoritariamente informales. Por supuesto, lo segundo alimenta 
lo primero: si la política se desenvuelve en un marco institucio-
nal, habrá de respetar unas reglas; lo que caracteriza los nuevos 
escenarios informales es precisamente la ausencia de reglas, lo 
que facilita que lo irracional sea elemento nutriente. Si priorizo 
esta circunstancia es porque considero que se encuentran en la 
base de la mayor parte de las restantes causas que puedan alegar-
se para explicar la crisis de la democracia constitucional. Son, 
podría afirmarse, meta causas.

El Estado constitucional se construye sobre algunas pautas 
fundamentales. La democracia constitucional se asienta, necesa-
riamente, sobre la idea de que el otro puede tener razón y que, 
en todo caso, merece respeto, porque sus ideas lo merecen y 
porque, si es un adversario político, representa a una parte de la 
sociedad. Desde esta premisa, deberé dialogar con él con la con-
vicción de intentar llegar a acuerdos. Y, en todo caso, fomentaré 
un ejercicio de deliberación racional que no solo procurará llegar 
a la mejor solución, sino que, además, deberá servir para explicar 
a los ciudadanos la razón de esa decisión. También para que esos 
ciudadanos puedan ser partícipes del proceso. Es decir, respeto 
y procesos para dar cuerpo a la tolerancia. Es decir, Parlamento 
frente a decisión. Es decir, adversario frente a enemigo. Es decir, 
Kelsen frente a Schmitt.27 El dominio de lo irracional y la políti-
ca realizada fuera de cauces institucionales convive mal con las 
premisas sobre las que se asienta la democracia constitucional. 

27	 Tajadura, J., op. cit.
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Por ello, debe buscarse, con carácter urgente, una respuesta a sus 
desafíos.

Esa respuesta pasa necesariamente por la representación po-
lítica y por la Institución parlamentaria. No es un mero acto de fe 
en el Parlamento. Hoy por hoy, sigue siendo la institución en la 
que es posible racionalizar la política y devolverle sus cualidades 
esenciales que son, a la postre, condición de la política democrá-
tica. Es preciso detener la deriva actual. De los partidos populis-
tas se ha pasado a una política populista practicada, con mayor 
o menor intensidad, por todos. Y esa política populista con el 
paso de los días gana un adjetivo: irracional. Incluso la política 
populista tiene sus reglas. Pues bien, hasta su marco conceptual 
clásico salta por los aires. Es una política de grito, de soflama, 
de agresión. Por supuesto, no se trata de una tendencia absoluta. 
Pero hay muestras suficientes como para advertir del riesgo. En 
la actual etapa del Estado tecnológico, la tentación de eliminar la 
argumentación y cualquier atisbo de explicación racional es po-
derosa. Como lo es afirmarse en el más profundo maniqueísmo 
y en la apelación al sentimiento. El Parlamento puede y debe ser 
el dique de contención de esta deriva. Para que sea posible, son 
precisos cambios profundos.
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